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EXPTE. N°  145.686  "SIMONETTA  JOSE ROBERTO C/ BIG SUR S.A. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS".-

Mar del Plata,    25 de noviembre de 2010.

············VISTOS Y CONSIDERANDO:

············I) A fs. 658/59 el Señor  Juez  de  Primera Instancia  resolvió  suspender el llamado de autos para sentencia hasta tanto se  resuelvan  los  procesos  que tramitan ante la jurisdicción contencioso administrativa.

············A  fs.  660  apeló la actora y a fs. 662/70 fundó  su  recurso,  con argumentos que recibieron respuesta a fs. 678/81.

············Formula el apelante, como primera  objeción al fallo, que no resulta procedente extender la suspensión  del llamado de autos con fundamento en dos causas judiciales que, si bien mantienen el mismo  vínculo  de origen, su objeto, su thema decidendum y sus partes son diversas; en una se persigue la anulación de una  multa y  en  otra  la reparación de un perjuicio en favor del consumidor. Por tal razón -advierte- no existe prejudicialidad.

············Aclara que su parte  aceptó  la  suspensión del  llamamiento de autos para sentencia propuesta, con anterioridad,  por  el  Juez de grado para poder contar con el agotamiento de la instancia administrativa; pero ahora,  agotada la vía administrativa, considera un exceso  aguardar  la  culminación de otra acción judicial diferente vinculada a la anulación de una  multa,  consistente esta última en una sanción  en  beneficio  del erario público que no beneficia ni perjudica al actor.

············Agrega que las acciones judiciales  contencioso-administrativas son ajenas al  actor,  careciendo éste de legitimación para activar el  proceso,  lo  que conduce  a ubicar la cuestión en un tiempo procesal incierto que conspira con el derecho a obtener  una  sentencia en tiempo razonable.

············Finalmente,  pone de relieve que la paralización dispuesta viola los principios de protección  al consumidor, amparados por la Constitución Nacional,  la Constitución Provincial, la Ley de defensa al  consumidor y el Pacto de San José de Costa Rica.

············II) Le asiste razón al apelante.  El  fallo debe revocarse.

············Como  antesala  de  la  decisión preciso es aclarar  que  la  suspensión  del llamado de autos para sentencia  ordenada a fs. 523 lo fue hasta tanto se encontrara agotada la instancia administrativa,  mientras que el mantenimiento de la suspensión dispuesto  en  la resolución apelada obedeció al inicio de dos  procesos  judiciales contencioso-administrativos.

············En cuanto a esto último el  a-quo  entendió que si bien no resulta de aplicación la prejudicialidad dispuesta por el art. 1101 del Código Civil, la sentencia que recaiga en sede contencioso-administrativa hará autoridad de cosa juzgada en esta jurisdicción civil.

············Tal apreciación, cuestionada en el recurso, impone  analizar  cómo  puede actuar el principio de la prejudicialidad  respecto  de  un  proceso en el que se discuten faltas o contravenciones y en el cual el  aquí actor no es parte. Vale recordar que  el  procedimiento administrativo regulado por la Ley  24.240  sólo  puede aplicar sanciones al infractor -aún cuando  puedan  resarcirse  los daños en la audiencia de conciliación-; y es  justamente  la  legalidad del acto que impuso tales sanciones lo que se está discutiendo en la sede contencioso-administrativa (arg. Farina "Defensa del consumidor y del usuario" Ed. Astrea pág.513; Mosset  Iturraspe-Wajntraub-Gozaíni "Ley de Defensa del  Consumidor",  Ed. Rubinzal-Culzoni, pág. 275).

············La  prejudicialidad  se  estructura siempre que en un proceso surge cuestión  sustancial  que  deba ser decidida en causa diferente y sin cuya decisión resulta imposible pronunciarse sobre su objeto de controversia porque aquélla decisión hará cosa juzgada  material.

············Sin  embargo,  el procedimiento contencioso se activó -como dijéramos- para juzgar la legalidad  de la  sanción  impuesta  por  infracciones  leves de tipo contravencional y no delitos (Miguel Piedecasas en  Revista de Derecho de Daños-Relaciones entre la Responsabilidad Civil  y  Penal,  Ed.  Rubinzal-Culzoni,  pág.  105).

············Y  es por ello que no puede extenderse análogamente  el sistema de la prejudicialidad a situaciones de condenas o absoluciones obtenidas en procesos no criminales sino contravencionales, por ser el instituto en tratamiento un sistema excepcional de interpretación restrictiva.  De manera tal que no puede sostenerse válidamente que la sentencia a dictarse en el juicio contencioso-administrativo pueda surtir efectos legales en el  presente proceso; sin perjuicio de que el Juez pueda, eventualmente, valorar libremente  como  prueba  lo obtenido y actuado en ese proceso en caso de que se encuentre avanzado  o haya concluído (Piedecasas ob. cit. pág. 105).

···········Atendiendo  a que la especificidad de la reglamentación de los arts. 1101 a  1103  constituye  una excepción al principio de independencia de las acciones consagrado  por  el art. 1096 del mismo Código; no debe extenderse el régimen de prejudicialidad más allá de su estricto campo y con el  solo  designio  de  evitar  el strepitus fori de sentencias contradictorias  sobre  el mismo hecho (arg. Bueres-Highton Código Civil p. 310).

············En parangón con lo analizado, no está demás comparar  que  así  como puede absolverse al acusado en sede penal, y se lo puede condenar, de todos  modos,  a responder civilmente por los daños -pues esas responsabilidades  se aprecian con criterio distinto-, lo mismo ocurre en este caso, en que la clara función  sancionatoria que define a la multa cuestionada en  sede  judicial contencioso-administrativa, no condiciona, en modo alguno, la reparación civil, cuyo mérito  transita  por andariveles diferentes. Es disímil la finalidad de  ambas jurisdicciones, evidenciada en la distante  naturaleza  de  sus  decisiones, sancionatorias por un lado y reparatorias por   otro   (arg.   analog.   esta  sala  16/10/2008 "Omoldi c/ Schiel s/ Daños y perjuicios").

············En función de lo expuesto,  no  compartimos la  inclusión en el fallo de lo dicho por Farina en relación a que si el actor es el mismo denunciante en sede administrativa, la resolución que recaiga será  oponible  en sede civil (aut. y ob. cit. 4° e. actualizada págs.  552/53),  pues  se refiere a la existencia de un procedimiento administrativo y aquí tal  iter  procedimental se encuentra fenecido; a lo que se suma que  los procesos  entablados  ante el Juzgado Contencioso-Administrativo tienen distintas partes y el actor no ha intervenido  ni  tiene posibilidad, siquiera, de activarlos. 

············Ello entronca con otro de los agravios cuál es  el  derecho a obtener una sentencia en tiempo y sin demoras, es decir en plazo razonable; pues la  dilación indefinida o injustificada del proceso contencioso violaría  la garantía constitucional de la defensa en juicio pudiendo convertirse en una denegatoria de justicia (Revista de Derecho de Daños cit. 2002-3, pág. 101).  Y en cuanto a aquél proceso, como ya dijéramos,  el  presunto damnificado no es parte pues la relación de derecho público que liga a la demandada con el Estado no es oponible al usuario (arg. voto Dra. Elena Highton, CSJN "Ferreyra c/  Vicov  S.A. s / Daños y Perjuicios" sent. 21/3/2006) a quien, como bien dice el apelante, la multa no lo beneficia ni perjudica, pero sí el hecho de no tener  posibilidad  alguna de activarlo y encontrarse a la espera del dictado de una decisión; lo cual, además, es violatorio del principio de protección y defensa del consumidor (Ley 24.240).

············Recapitulando: 1.-no puede crearse una prejudicialidad no prevista por la ley; 2.-no  encontramos conexidad  entre ambas causas ni elementos condicionantes  que  justifiquen la demora en dictar un pronunciamiento; y 3.-de mantenerse la decisión apelada se plasmaría  una solución incompatible con un adecuado servicio de justicia (art. 15 Const. Prov.) y con el derecho de obtener una sentencia en  tiempo  razonable  (conf.  arts. 18, 5 inc. 22 y conc Const. Nacional;  5  de  la  provincial y 8.1 de la Convención americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica).

············Por ello, SE RESUELVE: REVOCAR  la  resolución  de  fs. 658/59 debiendo seguir los autos según su estado  para el dictado de sentencia, con costas de Alzada  a los demandados vencidos (art. 68 CPC). Transcurrido el plazo del art. 267 del CPC, devuélvase.-
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